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CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / MEDIDA CAUTELAR SOBRE BIEN INMUEBLE / SUSPENSIÓN DEL PODER DISPOSITIVO / NIEGA – El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si al imponerle una medida cautelar de suspensión del poder dispositivo de dominio al bien inmueble identificado con la MI No. 290-47078, ubicado en la Av. Ferrocarril No. 11B 02/06-10/14 Edificio Benren, piso 2º, apartamento 101 de esta ciudad, desconocieron los Despachos accionados las prerrogativas constitucionales del señor HRG, al desconocer que sobre dicho predio pesaba anteriormente una medida de secuestro impuesta por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, que a él le favorecía.
(…)
No puede olvidarse que la finalidad misma de la medida cautelar que se estudia es precisamente garantizar en pro de la víctima, la eficacia de un posible fallo condenatorio, con las resultas de la garantía del resarcimiento del daño causado, pues dejar al libre destino un bien que eventualmente haya sido despojado de su dueño de manera fraudulenta, y permitiendo que con éste se sigan celebrando negociaciones ineficaces, podría convertir en ilusorio un posible fallo en beneficio de los perjudicados. 

Ahora, no está por demás decir que el accionante tiene a su alcance otras alternativas para conjurar los daños que dice se le han causado, pues valga decirse que como la obligación que con él contrajo la señora CST no está inescindiblemente ligada al bien aludido, no necesariamente tiene que ser amparada con aquel, sino que puede por intermedio de la jurisdicción que adelanta su proceso, establecer si existen otros bienes que pueden ser perseguidos con el fin de garantizarla, pues la existencia de la acción penal en curso no lo inhabilita para buscar otras alternativas con las cuales finiquitar su asunto. 

Así mismo, si piensa el actor que acredita las características de una eventual víctima, tiene también la posibilidad de solicitar a la Fiscalía que estudie la posibilidad de incluirlo como tal dentro del proceso, explicando las razones que lo motivan a hacerlo, toda vez que de acuerdo con lo dicho por ese Despacho, la investigación que actualmente tiene a su cargo tuvo su origen en hechos que fueron denunciados por quienes como ya se dijo, han resultado ser las hipotéticas víctimas cardinales de las actuaciones de los señores CAMC y CST.     

Sin embargo, no es este el resultado al cual se pueda llegar por un mecanismo tan expedito como es la acción de tutela, pues no goza de los amplios términos con que cuenta la jurisdicción ordinaria en cualquiera de las dos áreas mencionadas atrás, donde existe la posibilidad de desplegar un análisis probatorio concienzudo, bien sea para determinar qué otra alternativa legal existe para obtener el pago de las obligaciones civiles reclamadas por el actor, o en su defecto establecer el grado de afectación sufrido, que eventualmente lo haga resultar también favorecido con los efectos del proceso penal en calidad de víctima. En conclusión, se despachará desfavorablemente la solicitud de amparo invocada por el señor HRG, de acuerdo a los argumentos expuestos en precedencia.  
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ASUNTO:

Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor HERNEY RIVERA GIL en contra de la FISCALÍA SÉPTIMA SECCIONAL DE PEREIRA y el JUZGADO PRIMERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL DE GARANTÍAS DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 
ANTECEDENTES:
El señor Herney Rivera Gil acude al presente mecanismo constitucional de amparo en búsqueda de la protección de su derecho fundamental al debido proceso, el cual considera quebrantado con las decisiones del Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de Control de Garantías y la Fiscalía Séptima Seccional de Patrimonio Económico de Pereira, con base en los hechos que se extraen a continuación: 
· Ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira se está adelantando un proceso ordinario donde el señor Herney Rivera Gil funge como demandante y la señora Carolina Salazar Trejos como demandada.
El asunto tiene relación con el cobro de dos títulos valores incorporados en unas letras de cambio, garantizados mediante garantía hipotecaria constituida por escritura pública sobre un bien inmueble identificado con la matrícula No. 290-47078, el cual se encuentra ubicado en la ciudad de Pereira, Av. Ferrocarril No. 11B 02/06-10/14 Edificio Benren, piso 2º, apartamento 101.
Las mencionadas obligaciones fueron contraídas por la señora Salazar Trejos, unas en favor del señor Herney Rivera Gil y otras en favor del señor Gregorio Echavarría Hernández, último que decidió ceder dichos títulos en favor del aquí accionante. 

Sin embargo, ante el incumplimiento por parte de la obligada, se promovió entonces la respectiva demanda ante la jurisdicción civil.     

· A pesar de lo anterior, encontrándose en su curso natural el proceso ejecutivo hipotecario, se informó que sobre el predio aludido se impuso una medida cautelar de suspensión del poder dispositivo por parte de autoridad penal, esto es, de los Despachos aquí accionados, sin embargo, tal decisión se tomó con desconocimiento de sus derechos fundamentales a la defensa y al debido proceso, toda vez que en momento alguno se le citó a esa diligencia, coartándole con ello la posibilidad de ser escuchado y defender las hipotecas existentes en su favor. 
PRETENSIONES:
De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, solicitó el accionante que tutelen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se deje sin efectos la decisión mediante la cual el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías decretó la medida de suspensión del poder dispositivo del inmueble mediante el cual se respalda o ampara la obligación que con él adquirió  la señora Carolina Salazar Trejos.
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en el Despacho el 9 de febrero del año que transcurre, y por medio de auto del 12 de febrero se avocó su conocimiento en contra de la Fiscalía Séptima Seccional de Patrimonio Económico de Pereira y el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías; además se ordenó la vinculación oficiosa del Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, la señora Carolina Salazar Trejos y el señor Gregorio Echavarría Hernández. 
Más adelante se vincularon también los señores Jairo Arias Quiceno y Jairo Eduardo Arias Henao, quienes fungen como víctimas dentro del proceso penal adelantado por parte de la Fiscalía accionada; al señor César Augusto Marín Carvajal, procesado dentro del mismo asunto; al señor Wilson Darío Borja Rincón quien funge como demandante de los señores Carolina Salazar Trejos y César Augusto Marín Carvajal en un proceso civil donde se persigue el mismo inmueble referenciado por el accionante en su libelo petitorio; y al Auxiliar de la Justicia –Secuestre del bien- Elider Antonio Tapasco manso.
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS:
FISCALÍA SÉPTIMA SECCIONAL DE PEREIRA –Unidad de Patrimonio Económico-: por medio de escrito adiado el 14 de febrero del año que avanza, puso en conocimiento de esta Judicatura los hechos que dieron origen a la acción penal que se investiga por parte de ese Despacho en contra de los señores César Augusto Marín Carvajal y Carolina Salazar Trejos, mismos que llevaron a la imposición de una medida cautelar de suspensión del poder adquisitivo de dominio sobre el bien al cual hace referencia el accionante en su escrito de tutela.

La situación fáctica que dio origen al proceso penal, tiene que ver con una presunta estafa de la que al parecer fue víctima el señor Jairo Arias Quiceno, quien resultó afectado con una serie de artimañas realizadas por parte de los aludidos procesados; ciudadanos que le propusieron un negocio de permuta en el que él hacía entrega del apartamento identificado con la MI 290-47078, ubicado en la ciudad de Pereira, Av. Ferrocarril No. 11B 02/06-10/14 Edificio Benren, piso 2º, apartamento 101, a cambio de dos apartamentos que se encontraban en proyecto de construcción en la Urbanización “Firenze” en el municipio de Dosquebradas, negocio para el cual se suscribió la respectiva promesa de compraventa sobre los dos apartamentos, entre Jairo Arias Quiceno y César Augusto Marín,  quedándose a la espera de que la entidad constructora firmara las escrituras. 
En esa misma oportunidad, el señor Jairo Arias Quiceno hizo entrega al señor César Augusto Marín de la escritura a título de compraventa del apartamento de su propiedad, como parte de pago de los otros dos apartamentos en construcción, así como las llaves de dicho inmueble, además, firmó el contrato con el convencimiento de que se trataba de una permuta. 
Como quiera que había transcurrido mucho tiempo sin obtener las escrituras de los dos apartamentos por los cuales había realizado el negocio, se acercó a la notaría a solicitar una copia de las escrituras de permuta, encontrándose con que lo que firmó fue una compraventa a nombre de la señora Carolina Salazar Trejos, persona que nunca estuvo presente en la notaría el momento de la celebración del contrato. 

Al reclamarle al señor César Augusto, la respuesta fue que la constructora había rechazado el negocio, pero no dio ninguna explicación de por qué la escritura quedó a nombre de otra persona, sumado a lo cual, al acercarse al lugar donde se iba a desarrollar el proyecto, encontró que no había allí ningún tipo de inicio de obras, situación que además fue corroborada por los vecinos del sector. 
Sumado a lo anterior, en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos se inscribió la venta del apartamento, figurando como propietaria la señora Carolina Salazar Trejos, configurándose con ello un fraude procesal, lo cual se refleja en el certificado de tradición. 
Cuenta la Fiscal que los señores Jairo Arias Quiceno y Jairo Eduardo Arias Henao impetraron anteriormente acción de tutela invocando la tardanza para realizar la audiencia de formulación de imputación y la suspensión del poder dispositivo, al tener ellos la calidad de víctimas; lo que quiere decir que hicieron uso en favor suyo de la misma acción de la cual se pretende hacer valer en esta oportunidad el accionante.
Más adelante, expuso que finalmente se logró llevar a cabo la audiencia de suspensión de poder dispositivo del bien, celebrada ante el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías el 21 de septiembre de 2017. 

Tal actuación, adelantada por solicitud de esa Fiscalía, propende por el restablecimiento de los derechos de las víctimas a través de la imposición de la aludida medida cautelar, ello al contar con elementos materiales probatorios que acreditan la comisión de un delito, del cual se deben hacer cesar sus efectos, además explicó que la medida está encaminada a impedir que el bien pase a más personas y suspender la cadena de ventas, lo cual se puede lograr únicamente con la anotación respectiva que impida cualquier acto de disposición sobre el bien. 

Finalmente expuso que en este asunto no se solicitó la suspensión y cancelación de los títulos y registros de que trata el artículo 101 del Código de Procedimiento Penal, sin embargo, se encuentra acreditada la tipicidad de la conducta punible, se sabe que existió un registro obtenido fraudulentamente. También puntualizó que sólo puede ser tomada como víctima aquella persona que ha sido afectada de forma directa, y que lo que le queda a los terceros es acudir a la jurisdicción civil.  
JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA: por medio de Oficio No. 0070 del 14 de febrero de 2018 puso a disposición del Despacho el expediente correspondiente al proceso ejecutivo radicado bajo el número 660013103004-2016-00177-00 donde es demandante el señor Herney Rivera Gil, aquí accionante, y demandada la señora Carolina Salazar Trejos. 

Sin embargo, respecto de los hechos reclamados por el libelista no hizo pronunciamiento alguno. 
ELIDER ANTONIO TAPASCO MANSO: expuso en relación con los hechos materia de tutela que sólo actúa como secuestre del bien plurimencionado dentro del proceso civil, y que sobre su actuación ha venido presentando reportes periódicos.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si al imponerle una medida cautelar de suspensión del poder dispositivo de dominio al bien inmueble identificado con la MI No. 290-47078, ubicado en la Av. Ferrocarril No. 11B 02/06-10/14 Edificio Benren, piso 2º, apartamento 101 de esta ciudad, desconocieron los Despachos accionados las prerrogativas constitucionales del señor Henry Rivera Gil, al desconocer que sobre dicho predio pesaba anteriormente una medida de secuestro impuesta por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, que a él le favorecía.

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.
Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, y no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
. Consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Solución del caso concreto: 

De acuerdo a la información obrante en el expediente, y de lo que se pudo extraer de los procesos, tanto civil como penal que fueron allegados a esta Corporación en calidad de préstamo para su respectivo estudio, hay una serie de aserciones que pueden hacerse sin elucubraciones a partir de este momento: 
1. El señor Herney Rivera Gil es acreedor de una serie de obligaciones que con él contrajo de manera personal la señora Carolina Salazar Trejos, y también de algunas que fueron cedidas por parte un tercero, mismas que consisten en dos letras de cambio que fueron amparadas con hipoteca sobre el inmueble identificado con la MI No. 290-47078, ubicado en la Av. Ferrocarril No. 11B 02/06-10/14 Edificio Benren, piso 2º, apartamento 101 de esta ciudad.
2. Ante el incumplimiento de su obligación por parte de la señora Salazar Trejos, el aquí accionante promovió la respectiva demanda ejecutiva hipotecaria en contra suya, de la cual asumió su conocimiento el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, Despacho que al analizar la situación fáctica, encontró que los títulos valores aportados por él efectivamente prestaban mérito ejecutivo, y en ese sentido, adelantó los trámites del caso, ordenando finalmente la imposición de una medida de secuestro del predio en comento para garantizar el pago de las aludidas obligaciones. 

3. Ahora la controversia que se advierte surge al descubrir que, al parecer, el bien inmueble del que repetidamente se ha hablado en este asunto fue obtenido de manera fraudulenta por parte de la señora Carolina Salazar Trejos, ciudadana que en compañía del señor César Augusto Marín Carvajal está siendo penalmente investigada, por haber incurrido en la presunta comisión de los delitos de fraude procesal, estafa y obtención de documento público falso. 

4. Del proceso penal se desprende también que el propietario inicial del inmueble (desde el 14 de junio de 2013) era el señor Jairo Eduardo Arias Henao y se corrobora con el certificado de tradición del mismo, quien presuntamente, y en conjunto con el señor Jairo Arias Quiceno fueron víctimas de un engaño por parte de los mencionados ciudadanos Carolina y César Augusto. 

5. Encontrándose acreditado, según dichos de la Fiscalía Séptima Seccional, que existe una conducta típica atribuible aparentemente a los señores Carolina y César Augusto, se han desplegado también las actuaciones que a ese Despacho como ente investigador le corresponden, habiéndose celebrado en la actualidad la audiencia de solicitud de aplicación de medida cautelar de suspensión del poder dispositivo del dominio sobre el bien de la referencia ante el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, Despacho que le impartió aprobación a esa solicitud.    
En este punto, la Colegiatura parte entonces del hecho de que se encuentran en curso dos trámites jurisdiccionales de diferente especialidad o naturaleza (civil y penal), con los cuales a pesar de pretender definirse la suerte del mismo bien inmueble, tienen su origen en situaciones fácticas completamente diferentes. De acuerdo a lo anterior, si bien la discusión no se centra en determinar cuál especialidad prevalecería, sí es pertinente aclarar que de acuerdo a los hechos recogidos en los puntos anteriores, y de lo que en este expedito escenario se ha logrado demostrar, puede afirmarse prematuramente que las decisiones de los Despachos accionados que aquí se cuestionan no conllevarían una vulneración de los derechos fundamentales que invoca el accionante.   

Como sustento de lo anterior, debe decirse que si bien esta Corporación no desconoce la posible y eventual afectación que ha podido sufrir el señor Rivera Gil ante las circunstancias narradas, lo cierto del caso es que ha quedado demostrado que existen otras dos personas que ostentan la condición de víctimas directas de la situación, al haber resultado aparentemente defraudados y prácticamente ser despojados injustamente de un bien que era inicialmente de su propiedad. De allí, se desprende no sólo la necesidad de restablecer sus derechos, sino que se puede afirmar en definitiva que de llegarse a demostrar los hechos penalmente investigados por medio de una sentencia judicial, no podría continuar siendo perseguido civilmente el bien en cuestión para respaldar la deuda adquirida por la señora Carolina Salazar Trejos con él, por haber sido obtenido aquel de manera fraudulenta.
Al respecto, vale la pena precisar que la Fiscalía General de la Nación, en ejercicio de las labores encomendadas por la Carta Política en su artículo 250, tiene el deber de “adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su conocimiento (…)” y en consecuencia “(…) Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados con el delito.”  
El deber que se le ha encomendado al Ente Acusador de buscar y anteponer el restablecimiento de los derechos de las víctimas, se encuentra también consagrado en el artículo 22 del Código de Procedimiento Penal, compromiso que se materializa con el ejercicio de las acciones que sean necesarias para procurar que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban antes de la comisión del delito, en pro de las víctimas directas, así: 

“Artículo 22. Restablecimiento del derecho. Cuando sea procedente, la Fiscalía General de la Nación y los jueces deberán adoptar las medidas necesarias para hacer cesar los efectos producidos por el delito y las cosas vuelvan al estado anterior, si ello fuere posible, de modo que se restablezcan los derechos quebrantados, independientemente de la responsabilidad penal”
De esta manera, siempre que se logre establecer que algún bien ha sido producto directo o indirecto de un delito doloso, existe la alternativa de suspender la disposición libre del mismo, ello hasta tanto se decida por medio de la respectiva actuación investigativa y posterior sentencia cuál será su suerte. 

Tal mecanismo ha sido concebido casi como una medida de protección, y no podría ser de otra manera, puesto que hasta la hora de ahora, aquel inmueble se ha constituido en el único medio que le garantizaría plenamente a las víctimas (así reconocidas) llegar a obtener la reparación por los perjuicios derivados de la aparente estafa sufrida. 
No puede olvidarse que la finalidad misma de la medida cautelar que se estudia es precisamente garantizar en pro de la víctima, la eficacia de un posible fallo condenatorio, con las resultas de la garantía del resarcimiento del daño causado, pues dejar al libre destino un bien que eventualmente haya sido despojado de su dueño de manera fraudulenta, y permitiendo que con éste se sigan celebrando negociaciones ineficaces, podría convertir en ilusorio un posible fallo en beneficio de los perjudicados. 
Ahora, no está por demás decir que el accionante tiene a su alcance otras alternativas para conjurar los daños que dice se le han causado, pues valga decirse que como la obligación que con él contrajo la señora Carolina Salazar Trejos no está inescindiblemente ligada al bien aludido, no necesariamente tiene que ser amparada con aquel, sino que puede por intermedio de la jurisdicción que adelanta su proceso, establecer si existen otros bienes que pueden ser perseguidos con el fin de garantizarla, pues la existencia de la acción penal en curso no lo inhabilita para buscar otras alternativas con las cuales finiquitar su asunto. 

Así mismo, si piensa el actor que acredita las características de una eventual víctima, tiene también la posibilidad de solicitar a la Fiscalía que estudie la posibilidad de incluirlo como tal dentro del proceso, explicando las razones que lo motivan a hacerlo, toda vez que de acuerdo con lo dicho por ese Despacho, la investigación que actualmente tiene a su cargo tuvo su origen en hechos que fueron denunciados por quienes como ya se dijo, han resultado ser las hipotéticas víctimas cardinales de las actuaciones de los señores César Augusto Marín Carvajal y Carolina Salazar Trejos.     
Sin embargo, no es este el resultado al cual se pueda llegar por un mecanismo tan expedito como es la acción de tutela, pues no goza de los amplios términos con que cuenta la jurisdicción ordinaria en cualquiera de las dos áreas mencionadas atrás, donde existe la posibilidad de desplegar un análisis probatorio concienzudo, bien sea para determinar qué otra alternativa legal existe para obtener el pago de las obligaciones civiles reclamadas por el actor, o en su defecto establecer el grado de afectación sufrido, que eventualmente lo haga resultar también favorecido con los efectos del proceso penal en calidad de víctima. En conclusión, se despachará desfavorablemente la solicitud de amparo invocada por el señor Herney Rivera Gil, de acuerdo a los argumentos expuestos en precedencia.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE: 
PRIMERO: NEGAR la tutela invocada por el señor HERNEY RIVERA GIL, en contra de la FISCALÍA SÉPTIMA SECCIONAL DE PEREIRA, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado 
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.
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